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Abstract: En este trabajo resumo algunas teorías contemporáneas sobre las cualidades cognitivas y emocionales de los actores políticos en las democracias occidentales, y examino sus implicancias y consecuencias políticas. Observo que, tal como está planteado, el debate sobre la “racionalidad individual” debe tomar en consideración la “racionalidad de las normas e instituciones”, aquellos aspectos normativos fundamentales en la justificación de la democracia y el respeto de las libertades individuales. Sugiero que el presupuesto de la “ignorancia radical” y su apelación a normas y principios generales para la acción parece ser el método menos falible a la hora de adoptar instituciones y políticas públicas que respeten tanto la legitimidad democrática como las libertades individuales. 
Introducción

Entiendo por presupuestos psicológicos aquellos relacionados con las características cognitivas y emocionales de los actores políticos. En el sentido amplio que les asigno a estos términos en el contexto de las ciencias sociales, uso “racionalidad” o “razón” para aludir a los procesos epistémicos o cognitivos aplicados al uso de medios en aras de la consecución óptima de un fin (cualquiera sea éste), y a la acciones que se siguen de esos procesos, y uso “sentimientos” o “emociones” para aludir a un estado de ánimo conducente a decisiones y acciones que tienen consecuencias para la vida pública. Desde este punto de vista, la racionalidad se mira en términos del proceso para obtener lo que se busca en función de los distintos fines o valores perseguidos, individual o colectivamente (conocimiento, riqueza personal, virtud cívica, solidaridad, etc.), y en función de los recursos disponibles (dinero, tiempo, energía, información, etc.) que siempre son escasos.
 

Me interesa aquí presentar de modo introductorio y comparativo las teorías contemporáneas que abordan la interrelación entre los presupuestos psicológicos de los distintos actores políticos,
 la democracia y la libertad en las democracias occidentales. Si la democracia está asociada con los procesos de deliberación, información y decisión pública, entonces parece relevante estudiar los procesos cognitivos en los argumentos, elecciones, justificaciones y acciones, así como el rol de las emociones en inspirar esas elecciones y justificaciones, y su impacto en el diseño y funcionamiento institucional. Como existen varios aspectos a considerar en la evaluación de éstos (el grado de participación de los ciudadanos, las consideraciones sobre la eficiencia y eficacia, el respeto de los derechos, la legitimidad de las decisiones políticas, etc.) me concentraré aquí en estos dos últimos. En este sentido sigo el criterio de legitimidad en Vanberg (2004), que enfatiza los acuerdos voluntarios entre individuos soberanos, quienes buscan asegurarse beneficios mutuos mediante el intercambio comercial o las obligaciones políticas.
La relación entre razón, democracia y libertad ha recibido creciente atención académica en las últimas décadas. Como analizo más adelante, se ha sostenido que las debilidades epistémicas convierten a la democracia en una institución sub-óptima respecto de los mercados (Rizzo y Whitman, 2008; Caplan, 2007; Pincione y Tesón, 2006; Tebble, 2003); otros rescataron la necesidad de reforzar la racionalidad individual ya sea mediante la práctica deliberativa (Rawls, 1997; Nino, 1996; Christiano, 1995), las medidas paternalistas (Thaler y Sustein, 2003), la reforma institucional (Brennan y Lomasky, 1993; Somin, 1998) o el compromiso ético (Sen, 1977); mientras otros han invocado la necesidad de reforzar la racionalidad de las normas antes que la de los individuos (Brennan y Buchanan, 2000/1985; Vanberg, 2002). En el plano de las emociones, algunos han advertido sobre el miedo y la ansiedad para describir la actitud de muchos ciudadanos que demandan un mínimo de seguridad y posesiones materiales a un Estado de bienestar (Buchanan, 2005; Hayek, 1972 1944; Fromm 1941),
 mientras que otros invocan el componente emocional – por ejemplo la compasión por quienes sufren - para explorar modos políticos de mejorar la suerte de los que están peor (Nussbaum, 1996).
A la luz de estos argumentos, me interesa reflexionar en torno a las siguientes preguntas: ¿Qué lugar tienen los presupuestos cognitivos y emocionales en el diseño institucional? ¿Cuáles son los desafíos conceptuales que presentan las limitaciones cognitivas y emocionales para la acción estatal? ¿Qué relación tienen las preguntas anteriores con los conceptos de libertad y  responsabilidad individual? ¿Quién se supone controlará al gobierno si los ciudadanos son temerosos y carecen de información al respecto o de la capacidad para evaluarla? ¿Cuáles son las consecuencias políticas de un modelo de bienestar social asentado en criterios emocionales?
La Sección I comienza con una clasificación de los principales argumentos sobre la capacidad cognitiva de los actores políticos, es decir, el grado en que votantes y funcionarios poseen o pueden poseer el conocimiento suficiente para tomar decisiones adecuadas (independientemente de las motivaciones para hacerlo
), y examino algunas implicancias de esos argumentos. En la Sección II analizo las consecuencias prácticas de las teorías sobre la racionalidad en política, en términos del respeto a la legitimidad democrática y las libertades individuales. La sección III trata sobre las emociones o disposiciones subyacentes a la acción política y sus implicancias para las instituciones y las políticas públicas. En la última sección resumo los argumentos principales del trabajo y esbozo algunas conclusiones.
I. Argumentos e implicancias de la racionalidad en política
La reflexión sobre la racionalidad en política se ha intensificado en las últimas décadas, si bien pertenece al núcleo de la teoría democrática moderna. Entre los primeros estudiosos de la democracia, Tocqueville observaba que el pueblo juzgaba “apresuradamente”, prefiriendo “el más saliente de los objetos”, y que ello se debía en gran parte a la falta de tiempo y de recursos para dedicar a la educación política. El pensador francés destacó además dos rasgos cognitivos salientes: primero, lo que veía como la tendencia de los votantes a seleccionar personas de poco mérito para gobernar, y segundo, el hecho de que las elecciones frecuentes y la rotación en los cargos crearan la falsa percepción de que el abuso de poder no es probable y en consecuencia se otorgara amplia discrecionalidad a los legisladores (Tocqueville, 2000: 214-215, 221).
Las observaciones de Tocqueville nos son útiles para plantear los desafíos que presenta el problema cognitivo para el funcionamiento de la democracia: ¿son los votantes capaces de educarse políticamente, o poseen falencias cognitivas estructurales que dificultan esa tarea? Estas últimas se reflejarían por ejemplo en la incapacidad para atribuir los resultados de una acción a los responsables de idearla y ejecutarla, las generalizaciones erróneas, los prejuicios, etc. Todas estas disposiciones se catalogan hoy como un problema de “racionalidad limitada” (Kahneman 2002; McFadden, 1999; Simon, 1985).  Por otro lado, ¿son los gobernantes capaces de llevar adelante un proyecto político de modo satisfactorio, o también son presa de falencias cognitivas que dificultan esa tarea? Entre las falencias cognitivas del supply-side de la política se incluirían la imposibilidad del conocimiento de todas las “circunstancia especiales” por parte del gobierno (Hayek, 1978:371), la simplificación de teorías, (Rizzo y Whitman, 2008:30-31), la racionalidad insincera (Pincione y Tesón, 2006:138), etc. 
A continuación resumo algunos argumentos sobre el ‘problema cognitivo’ en política. Distingo aquí seis clases de argumentos que agrupo bajo los siguientes títulos: ignorancia inducida, ignorancia racional, racionalidad incompleta, racionalidad deliberativa, ignorancia radical e irracionalidad. Los presentaré según el mayor a menor grado de racionalidad que reconoce cada postura, señalando las similitudes y diferencias entre ellas y sus principales contribuciones en el tema.

Ignorancia inducida 
Si bien no lo desarrolló en profanidad, el aporte de Schumpeter al tema de la racionalidad en política planteó los aspectos principales del tema. Por el lado de los votantes, Schumpeter advierte sobre la actitud del ciudadano promedio, guiado por promesas electorales de corto plazo e inserto en un sistema donde las responsabilidades inmediatas son difusas. Según este autor, el votante escapa a la “influencia racionalizadora de la experiencia y la responsabilidad personal” y se sitúa en un plano de “inferioridad mental”. De ahí su “ignorancia y falta de juicio” en asuntos políticos complejos, incluso de la gente instruida, pese a la abundancia de información. Esto tienen dos consecuencias: dejarse llevar por las asociaciones fáciles y los impulsos y prejuicios irracionales, y así favorecer a los grupos que moldean las opiniones políticas (Schumpeter, 1947:302-304).
Esto ha llevado a catalogar la teoría de Schumpeter como una que asume la ‘irracionalidad’ de los votantes (Prisching, 1995; Wohlgemuth, 2007:8). En mi opinión, si bien Schumpeter usa el término “irracional”, lo aplica para describir los efectos del sistema sobre la conducta particular del votante antes que para describir sus cualidades cognitivas. Ninguna de las observaciones de Schumpeter nos permite inferir que los individuos corrientes no posean la capacidad potencial para evaluar la información política. De hecho, el autor reconoce que “frecuentemente se exagera la irracionalidad individual”, porque se confunde la racionalidad de pensamiento con la racionalidad de acción, que puede existir sin “ninguna deliberación consciente” (p.300 n.11). Schumpeter cree, además, que los votantes suelen reaccionar de forma rápida y racional frente a beneficios pecuniarios (pagos directos, tarifas protectoras, etc.), si bien sostiene que es una racionalidad de corto plazo, que se equivoca respecto de esos beneficios a largo plazo (p.304).

Bajo esta óptica, es plausible pensar que en Schumpeter la “ignorancia y la falta de juicio” del votante no proceden de anomalías cognitivas sino del sistema institucional, donde los votantes toman decisiones sin el correlato de enfrentar la responsabilidad de las consecuencias por las decisiones tomadas. En un párrafo muy citado, Schumpeter observa que el ciudadano “emplea un esfuerzo menos disciplinado para dominar un problema político, que el que emplea en una partida de bridge” donde las tareas y las reglas son claras y la responsabilidad por los resultados son atribuidos a cada individuo (303). Por lo tanto, sin el incentivo que procede de enfrentar responsabilidades inmediatas, el autor concluye que esa ignorancia persistirá a pesar de la disponibilidad de información. Es importante insistir que el ciudadano schumpeteriano se muestra inferior en respuesta a un sistema que lo considera inferior, al no asignarle responsabilidades políticas directas. El votante posee una capacidad cognitiva potencial para obtener y evaluar la información política, pero las características del sistema introducen incentivos para que el votante no despliegue esa capacidad. Hasta qué punto la naturaleza colectiva de la política impide introducir mecanismos de asignación de responsabilidades directas es tema separado de análisis.
El problema del comportamiento electoral así entendido estaría fomentado además por la actitud de los políticos que se ven tentados a manipular la ignorancia con fines políticos. En contraste con el votante infantil, el político schumpeteriano se presenta como un líder que a la vez informa y da forma a la opinión de los votantes, y compite con otros por la obtención del poder. Así, la democracia es un proceso de competencia electoral entre políticos que moldean e incluso “crean” las preferencias del votante. En tanto formadores de opiniones, los políticos tenderían a esconder información o mentir a favor de su propio interés (Schumpeter, 1947:305-306). Sin embargo, los líderes parecieran utilizar estos artilugios principalmente en el momento electoral para acceder al poder, puesto que una vez en el gobierno Schumpeter cree en la posibilidad de que existan líderes con cualidades “suficientemente elevadas” que aseguren el éxito de la democracia (p. 335-337). Ello se traduce en la necesidad del autocontrol por parte de electores y parlamentarios, que resistan los “ofrecimientos de pillos y desequilibrados” y la “tentación de derribar u obstaculizar al gobierno cada vez que tienen ocasión de hacerlo” (p.340). Al fin de cuentas, pareciera que los problemas cognitivos en la democracia ideal son de segundo orden respecto de las cualidades morales exigibles tanto a electores como a funcionarios. Volveré sobre este punto más adelante.
La idea de votantes no caracterizados por el ejercicio de racionalidad también está presente en el análisis de Brennan y Buchanan (2000 1984), quienes señalan la “irracionalidad” en los procesos cognitivos del votante a la hora de seleccionar candidatos políticos, y sostienen que la mayoría no vota por la opción más eficiente en términos del resultado buscado, sino en base a hábitos, criterios altruistas, o por el simple acto de votar (p.160-168). 
 La elección del votante sería de tipo “litúrgica” (análoga a la de alentar a un equipo deportivo), por lo que no se puede esperar que seleccionen las opciones que reflejen sus intereses. También como Schumpeter, la irracionalidad de los votantes se debería al marco institucional donde se vota, ya que tanto el homo economicus como el homo politicus responden a la estructura de incentivos institucionales donde se insertan: mientras las preferencias del primero tienen correlato directo con los resultados esperados de su actividad de intercambio, las preferencias del segundo se agregan mediante reglas de decisión mayoritaria que no reflejan esas preferencias en los resultados obtenidos. Desde el punto de vista normativo, estos autores proponen entonces optar por mercados descentralizados para proveer los bienes buscados por los individuos antes que por procesos electorales mayoritarios (p.168).
Ignorancia racional
Esta expresión sería la versión política de la teoría de la elección racional desarrollada en el campo de la ciencia económica, que asume que los individuos conocen sus preferencias y saben cómo satisfacerlas, que son capaces y de hecho realizan un cálculo racional y utilitario en la selección de los medios para satisfacer esas preferencias, y que tienden a satisfacer aquellas preferencias que los benefician materialmente.
En especial a partir de Downs (1957) los teóricos de la “ignorancia racional” han sostenido que los votantes eligen racionalmente no informarse adecuadamente sobre los temas o candidatos a votar para asegurar con su voto el mejor gobierno posible. Esta elección obedecería a los incentivos introducidos por las siguientes características del sistema representativo: la  incertidumbre del resultado electoral, el bajo peso relativo del voto individual en determinar el resultado de la votación, el costo de obtener información adecuada con la cual fundamentar el voto, y el carácter indivisible de los bienes públicos que imposibilita desagregar la opciones votadas presentándolas en vez como un bloque (Pincione y Tesón, 2006; Somin, 1998; Downs, 1957). 
La ignorancia racional se reflejaría por ejemplo en el desconocimiento de los votantes de las plataformas partidarias y de las instituciones y funciones básicas del gobierno y en la indiferencia del elector medida por la baja participación electoral, entre otros factores. Todo ello induciría a los votantes a incurrir en “disonancias cognitivas” –es decir, cálculos erróneos- favoreciendo que los políticos puedan manipular la información de modo de maximizar los votos a obtener y, una vez en sus cargos, intentar maximizar el poder que les es conferido. La situación se vería exacerbada por el crecimiento en el tamaño y el alcance del sector público que dificulta el conocimiento de los temas y candidatos políticos, así como por los incentivos introducidos por un Estado con poderes redistribucionistas, que dispersa los costos de la redistribución y concentra sus beneficios en algunos sectores (Somin, 1998:433-435). Una de las peores consecuencias del escenario así descripto sería la captación de las políticas públicas por parte de grupos especiales que buscan aumentar sus ingresos o rentas a través de la acción pública (Pincione y Tesón, 2006:5).
La literatura sobre el tema de la ignorancia racional es extensa y no pretendo revisarla exhaustivamente sino sólo para contrastar su idea principal con las otras posturas aquí analizadas. Al igual que Schumpeter, la escuela de la ignorancia racional reconoce en el votante la existencia de una capacidad cognitiva potencial, que en el análisis de Schumpeter es “bloqueada” por un sistema que no le exige utilizarla y en el caso de la ignorancia racional es “utilizada” para escapar del sistema. En ambos casos la reacción del votante está ligada al “costo” de utilizar esa capacidad, medido en términos de esfuerzo o de inversión de recursos. La diferencia reside en que la ignorancia del votante y la formación de preferencias por parte de los líderes en Schumpeter contrastarían con el ejercicio de la racionalidad por parte del votante y el conocimiento de sus preferencias que les reconoce Downs. 

La imagen del individuo efectuando un cálculo basado en el supuesto de racionalidad ha recibido varias críticas, algunas de las cuales resaltan la fuerza de las “consideraciones simbólicas” del votante, desligadas del cálculo utilitario (Nozick, 1993).
 El voto simbólico sería uno guiado por razones no utilitarias - humanitarias, patrióticas, tradicionalistas, etc.- y otras ideas relacionadas con la defensa de valores e ideales como la igualdad, la justicia y la verdad.
 Otros refutan el presupuesto del cálculo racional sobre la base de que no puede explicar los casos de individuos que de hecho efectúan una inversión ‘irracional’ en información, o asisten a votar, como tampoco explicaría la influencia de las pasiones en el voto (Friedman, 2005:15). Wohlgemuth (2007:11-13) señala que nadie sabe exactamente qué es lo que tiene que calcular para proceder a invertir en información política.

Al margen de estas críticas, me interesa otro elemento del modelo de la ignorancia racional, que los votantes poseen la capacidad de adquirir y evaluar información política según los valores e intereses asociados a su posición en la división social del trabajo. Al igual que en otras actividades sociales, esa posición depende del grado de especialización existente en una sociedad dada. Como cada individuo se especializa en conocer unos pocos temas (e incluso si los individuos poseyeran igual inteligencia), en el campo de las decisiones colectivas también se forman especialistas que luego influyen en las decisiones sobre esos temas. Así, la división del trabajo crea áreas donde las minorías organizadas pueden hacer frente a los costos de obtener información para influenciar en el gobierno, lo que favorecería a estos grupos a expensas de la ciudadanía en general (Downs, 1957:254-256).
Como veremos más adelante, la visión de que ciertas minorías se benefician de la ‘división del trabajo informativo’ a expensas del resto de la ciudadanía contrasta con la visión deliberativa, para la que no existiría ninguna tensión en la división del trabajo entre los ciudadanos que deliberan y elijen los objetivos de la asociación política y los legisladores que deliberan y eligen los medios para alcanzar esos objetivos (Christiano, 1996: 233). Los segundos siguen a los primeros, y éstos saben lo que quieren. En este sentido, los “deliberativos” se alejan del escepticismo de los “ignorativos” de que los funcionarios busquen maximizar el bienestar general, y se acercan a la confianza “schumpeteriana” de que existan líderes con cualidades profesionales “suficientemente elevadas”. A pesar de estas diferencias, las tres posturas comparten la mirada top-down a la hora de analizar la dinámica política: el gobierno y/o los grupos de interés proponen e imponen ideas y programas a los ciudadanos.
Racionalidad incompleta  
Para otros autores, la ignorancia del votante no estaría dada ni por la ignorancia inducida por el sistema representativo ni por el costo de informarse adecuadamente sobre los verdaderos efectos de las propuestas políticas, sino porque los votantes estarían “mal equipados para aislar cual es la información correcta” (Brennan y Lomasky, 1993:209). El votante promedio poseería una “epistemología de la calle” incapaz de elaborar justificaciones, por lo que no se podría esperar que ofrezca razones ni que pueda deliberar (Hardin, 2000:124-126). Bajo esta óptica, la ciudadanía estaría sólo capacitada para seleccionar candidatos pero no para la deliberación y evaluación de las políticas públicas: al votar por candidatos los votantes reciben información de los partidos que les resulta fácil de clasificar, ya que pocos pueden evaluar las implicancias de propuestas alternativas (Hardin, 1999:113; Brennan y Lomasky, 1993:217). En este sentido, la “racionalidad incompleta” se distingue de la ignorancia inducida y la ignorancia racional en que para la primera existen anomalías cognitivas endémicas mientras que para las segundas no.
Entre otros factores, la “racionalidad incompleta” se reflejaría en la mutabilidad de las preferencias de los votantes y la tendencia a tomar decisiones que privilegian los beneficios de corto plazo en detrimento de los resultados de largo plazo (Mc Fadden, 1995:95). De cara a estas anomalías, se dice, se requieren “filtros múltiples e independientes” como la existencia de una burocracia con poder discrecional para evaluar y corregir las decisiones populares inconsistentes (Brennan y Lomasky, 1993: 214-217). 
Desde este ángulo, los representantes cumplen un papel correctivo, filtrando y - cuando el caso lo requiere-, ignorando las preferencias de los votantes para asegurar el buen gobierno (Stokes 1999:128) o para asegurar beneficios de largo plazo (Maravall, 1999:193). En otras palabras, los representantes deben actuar en el mejor interés ciudadano, incluso si ello requiere no responder o incluso contradecir las opiniones del votante expresadas en las urnas (Hardin, 2000:118). Afirmar lo anterior no excluiría intentar mejorar la información del electorado, pero siempre dentro de un modelo pensado para que los representantes puedan corregir sus expectativas incorrectas y la mutabilidad de las preferencias populares (Przeworski et al.,1999:10). 
En general quienes defienden una noción de racionalidad incompleta se interesan por mantener una visión política “robusta” (Brennan y Hamlin, 2000:124-125) es decir, orientada a buscar soluciones a los problemas de racionalidad limitada del votante dentro de las instituciones políticas en lugar de acudir a soluciones extra-políticas (de mercado). En la medida en que la mayoría de las soluciones propuestas descansan en el presupuesto de que existen grupos o minorías desinteresadas, informadas y eficaces, el modelo de racionalidad incompleta parece desconocer algunos de los problemas asociados con sus postulados, entre ellos, la discrecionalidad de los funcionarios y la acción de los grupos de interés asociados con ésta, y la dificultad en la rendición de cuentas ante la ciudadanía (Maravall, 1999:193).  

Racionalidad deliberativa
Tanto Schumpeter y Downs como los teóricos de la racionalidad incompleta transmiten la idea de que la política trata sobre el “poder”, es decir, acerca de cómo éste se adquiere, se mantiene y se utiliza. El foco de su análisis está en los objetivos de las acciones políticas, antes que en los medios o procesos usados en aras de ese objetivo: el objetivo de los votantes es elegir un gobierno que atienda sus demandas, y el de los funcionarios es decidir qué medidas adoptar en función de su plan de gobierno. El grado de racionalidad de ambos grupos se mide por el éxito en cumplir con esos objetivos.
A diferencia de estas tres nociones, los teóricos de la razón deliberativa hacen hincapié en las cualidades de los procesos de argumentación y justificación que acompañan o subyacen a las decisiones políticas (elegir a los funcionarios y tomar medidas). La racionalidad en política es adquirida a través de la práctica de la deliberación, mecanismo que posibilita la tarea del aprendizaje y el conocimiento por parte de votantes y funcionarios por igual. Frente a las teorías que contrastan la racionalidad mínima del votante con el conocimiento de los representantes, en principio los teóricos de la deliberación reconocen la potencial igualdad en la capacidad cognitiva que poseen electores y representantes y la necesidad de desarrollar esa capacidad mediante la justificación mutua de las opiniones políticas. 

En efecto, es principalmente mediante la deliberación que los agentes políticos superan las limitaciones de su racionalidad individual, y que pueden conocer cuáles son sus intereses y valores. Los teóricos de la deliberación comparten con Schumpeter la idea de que la política es un proceso y no un fin en sí mismo, pero difieren de él en que la política no consiste en competir para formar preferencias y ganar votos, sino en competir para transformar las preferencias individuales mediante la discusión racional (Rawls,1997). En este sentido, la deliberación es una instancia necesaria para obtener o legitimar conocimientos que no podrían ser obtenidos o legitimados de otra manera: “la deliberación amplía nuestro conocimiento, revela defectos en el razonamiento, y ayuda a satisfacer la exigencia de atención imparcial de los intereses de todos los afectados” (Nino, 1996:113). En particular, la deliberación ofrece una oportunidad para mejorar el conocimiento colectivo de conceptos morales, tales como los conceptos de libertad, justicia e igualdad (Gutman y Thompson, 2000).

Es importante destacar que la perspectiva deliberativa muestra un elevado grado de  confianza cognitiva al sugerir que el ciudadano se contemple como un legislador ideal a la hora de evaluar las leyes, y al asumir que el ciudadano es capaz de ofrecer una concepción razonable de justicia (Gutman y Thompson, 2000:161). Así, se afirma que “...pensamos en las personas como razonables y racionales, como ciudadanos libres e iguales, con los dos poderes morales [capacidad para una concepción de la justicia y capacidad para una concepción del bien]...” (Rawls, 1997:800). Sin embargo, quizás concientes de las exigencias cognitivas de su modelo, en el caso de las decisiones políticas los teóricos de la deliberación limitan el ejercicio de la racionalidad deliberativa a grupos específicos. Rawls, por ejemplo, atribuye la deliberación para tomar decisiones a los jueces, funcionarios públicos (legisladores y ejecutivos), y los candidatos a cargos políticos; los ciudadanos están invitados de deliberar en otros foros, pero no en el foro político (Rawls, 1997:767). Para otros, la práctica deliberativa es incluso prescindible, pues puede ser eliminada si interfiere con la búsqueda de fines sustanciales. En última instancia, la democracia deliberativa sólo exige que la decisión de omitir la deliberación sea hecha pública y por agentes responsables de rendir cuentas (Gutman y Thompson, 2000:177).
Probablemente esto sea inevitable dadas las premisas cognitivas del modelo deliberativo, lo que implica que en el caso de que esas exigencias no sean satisfechas se recurra a instancias no deliberativas o se introduzcan importantes restricciones al proceso de modo de asegurar el resultado buscado. Entre quienes desean aumentar la deliberación pero son concientes de la eventual colisión entre la deliberación “equivocada” y los derechos individuales, se ha propuesto robustecer el “filtro judicial” para limitar o minimizar lesiones a esos derechos. Nino justifica el filtro judicial en tres casos: para proteger los derechos individuales de decisiones mayoritarias, para descalificar leyes que imponen una idea de “excelencia humana” y para declarar el veto suspensivo de leyes y la inconstitucionalidad por omisión cuando las legislaturas no implementen prescripciones constitucionales (1996:202, 204, 207, 215).
Los filtros legislativos (Gutman y Thompson), los filtros judiciales (Nino) y los deliberativos (Rawls) presentarían problemas a la hora de defender un modelo político deliberativo, pues implican reconocer que el producto de esa deliberación no necesariamente es el resultado de un mejor conocimiento colectivo, y que de hecho puede ser tan restrictivo de los derechos como otras acciones políticas no deliberativas. 
Adicionalmente, entre otras críticas a las teorías de la deliberación, también podemos pensar que los mismos representantes y jueces a veces se comportan como “ignorantes racionales”, evitando obtener información correcta a la hora de evaluar y adoptar medidas, o simplificando los temas en aras de maximizar sus objetivos políticos o personales (Rizzo y Whitman, 2008:30-31). 
Ignorancia  radical
Frente a las teorías que buscan maximizar la racionalidad en política, se presentan otras concepciones enfocadas en el hecho de la ignorancia, señalando que éste es un estado natural y que su naturaleza es constitutiva y radical, no guiada por motivaciones ni por cálculos estratégicos (Friedman, 2005:16). Además, a diferencia de los otros debates que asumen la racionalidad de los gobernantes y no la de los votantes, desde la óptica de la ignorancia radical el problema alcanza a todos los individuos, tanto gobernantes, como ciudadanos, intelectuales y científicos. Esta postura falibilista es resumida en la frase de Popper “todos podemos equivocarnos, y de hecho lo hacemos con frecuencia, tanto individual como colectivamente” (Popper, 2000:16). Al respecto, sostiene Hayek, poseemos una ignorancia “inevitable” de los numerosos factores necesarios para obtener nuestros fines: “todas las teorías políticas asumen el hecho de que la mayoría de los individuos es muy ignorante, pero los que defienden la libertad se diferencian del resto pues incluyen a los más sabios y a ellos mismos entren los ignorantes” (Hayek, 1978:29-30). En otras palabras, los técnicos y expertos también se equivocan.
Específicamente, somos ignorantes respecto de las teorías acerca de cómo funciona la sociedad y de los medios o factores que nos ayudan a alcanzar nuestro bienestar. Y somos ignorantes en estas cuestiones fundamentalmente debido a la complejidad de la realidad social y a la naturaleza del conocimiento humano, la mayor parte del cual no es explícito sino tácito, emerge de la adaptación a las experiencias particulares y se encuentra disperso entre los individuos. El desafío es entonces reconocer cuáles son los procesos adecuados para mejor adquirir el conocimiento tácito y disperso, para mejor transmitirlo en el tiempo y para comunicarlo a nuestros contemporáneos (Hayek, 1978:26-27).

Reconocer la universalidad y radicalidad de la ignorancia implica desplazar la exigencia de obtener el mejor conocimiento posible hacia la necesidad de contemplar los efectos no intencionales e indeseables de aquello que no se conoce ni se puede conocer. En este sentido, los esfuerzos para mitigar los efectos de la ignorancia individual según Hayek deberían dirigirse a prevenir los errores, aprender de ellos, imitar el éxito, e innovar mediante la acción: “Todo lo que sabemos es que la decisión última sobre lo que es bueno o malo no provendrá de la sabiduría individual sino de la decadencia de aquellos grupos que adhieran a creencias erróneas”; “La evolución consiste en aprender lo que salió mal” (Hayek,1978: 31-36).
Así como el proceso de mercado asegura el uso del conocimiento limitado y disperso en el área económica, la democracia es el arreglo institucional adecuado para hacer frente a las exigencias cognitivas en el campo político, ya que exige la libertad de expresión y de prensa y hace posible la creación y difusión de nuevas opiniones (Hayek, 1978:110). La competencia de ideas es así el correlato para la competencia de bienes en el campo económico, y en ambas circunstancias la innovación es introducida por individuos o grupos emprendedores que luego influyen en la opinión y en las decisiones de la mayoría (Wohlgemuth, 2007:27n, Hayek, 1978:125,-128,209). En todos los casos las ventajas de la libre competencia son principalmente de tipo cognitivo. 
Tanto los teóricos de la deliberación como los teóricos de la ignorancia radical resaltan la naturaleza inter-subjetiva del conocimiento: es en sociedad, cooperando con los demás, donde podemos conocer mejor. Pero para los primeros el problema cognitivo se resuelve en el foro público mediante la argumentación, mientras que para los segundos se resuelve en las interacciones privadas ya que, se sostiene, “los procesos políticos discursivos pueden de hecho reducir el espectro, la calidad y la complejidad de los procesos comunicativos” (Pennington, 2003:728). En otras palabras, para los teóricos de la ignorancia las decisiones basadas exclusivamente en la argumentación racional dejan de lado motivaciones individuales y pautas culturales inarticulables que también son conducentes a resultados socialmente eficaces (Tebble, 2003:262).
De esta manera, a diferencia de la razón deliberativa, según la cual es posible transformar las preferencias en base a argumentos que concilien los intereses divergentes, los teóricos de la ignorancia radical se centran en el conocimiento adquirido a través de mecanismos de interacción donde el rol discursivo pasa a segundo plano. En este caso, no habría conciliación de intereses en base a un consentimiento racional sino mecanismos que coordinan la articulación de los distintos intereses a través del mercado. De allí que, mientras los teóricos deliberativos enfatizan la importancia de la discusión crítica y el rol de la razón en la construcción de las instituciones sociales, los teóricos de la ignorancia confían en un aprendizaje racional gradual y evolutivo acerca de cuáles mecanismos son más útiles para la cooperación social exitosa. Desde esta óptica, el papel de la razón se limita a teorizar sobre los mecanismos que surgen espontáneamente a lo largo de la evolución social antes que a inventar o construir nuevos mecanismos (Popper, 2000: Cap. 4; Hayek, 1978: Cap.4). 
Finalmente, una comparación entre la visión hayekiana y la visión schumpeteriana: para ésta la información política es abundante y en principio posible de ser adquirida a partir de incentivos adecuados, mientras que la primera niega que esa adquisición sea ni abundante ni disponible. Además Schumpeter confía en los líderes políticos como una fuente de información, mientras Hayek desconfía de sus capacidades y de sus tendencias planificadoras, especialmente si son expertos y eficientes (1978:262). Pero tanto Hayek (1972:180-181) como Schumpeter (p.314) defienden las instituciones democráticas y la libertad de discusión que permiten a las minorías intelectuales o políticas competir entre sí por el apoyo de los votantes, y resaltan la naturaleza de la política como proceso antes que como un fin en sí mismo. 
Irracionalidad

En general se habla de “irracionalidad” para atribuirla a las decisiones o acciones de consumidores y ciudadanos guiadas por impulsos o emociones y a los resultados perjudiciales que ellas acarrearían para el bienestar individual sostenido. Muchas de las posturas que reflejan esta definición sostienen que la emoción tiene un rol más significativo que la razón en la vida social, o que cualquier acción sistemáticamente inconsistente es irracional. En este sentido se distinguen de la ignorancia radical en que ésta se proclama “anti-racionalista” pero no “irracionalista” (Hayek, 1978:69); también se distinguen de Schumpeter en que éste considera la “irracionalidad” como una consecuencia y no como un presupuesto inicial, y la asocia con lo extra-racional (prejuicios, impulsos) que no es necesariamente antónimo de lo racional. 

Así, lo que denomino teorías sobre la irracionalidad presuponen fallas o anomalías cognitivas disparadas por disposiciones emocionales, hábitos y prejuicios observables en la mayoría de las personas y difíciles de revertir. Las implicancias políticas de esta visión son varias, y conducen a conclusiones enfrentadas. Así, por ejemplo, para el economista Dan Ariely la irracionalidad es entendida como un mal cálculo, generalmente basado en circunstancias aleatorias y que suele conducir a la elección de la alternativa más costosa en términos monetarios. Como un ejemplo de conducta irracional, Ariely menciona el caso del consumidor que compra café en Starbucks, adonde retorna con frecuencia y paga más caro la misma calidad de café sin saber bien porqué lo hace. La sugerencia de Ariely es que para evitar el excesivo costo de estas elecciones – especialmente en el campo del cuidado de la salud, de la educación y de los servicios públicos-  el gobierno debería regular los mercados, dado que los individuos son irracionales, no aprenden de sus errores, se equivocan sistemáticamente y los mercados sólo pueden funcionar con personas racionales (2008:39-48).

Pero el argumento de la irracionalidad también es utilizado en sentido contrario para criticar la democracia actual, que fallaría en asegurar un gobierno sensato pues se sostiene que los políticos suelen atender las demandas de votantes irracionales y prejuiciosos. Las consecuencias de esta dinámica electoral serían perjudiciales para la implementación de políticas públicas eficaces, dada la tendencia de los votantes a subestimar los beneficios del mecanismo del mercado (Caplan, 2007:22,30-39). En consecuencia se propone cambiar el sistema actual trasladando algunas decisiones al ámbito privado de libre mercado, y para las decisiones colectivas se aconseja implementar un sistema de voto calificado según el grado de alfabetización económica (Caplan 2007:197). 
Tanto Ariely como Caplan dan por supuesto que las falencias cognitivas de los votantes-consumidores son básicamente irreversibles, y que sólo resta mitigar o controlar sus efectos mediante la acción estatal o mediante el voto ponderado por el nivel de conocimiento económico individual. En el caso de Ariely, el supuesto es que los gobiernos no poseen fallas que puedan obstaculizar sus propósitos correctivos; en el caso de Caplan, el supuesto es que los economistas se podrán poner de acuerdo acerca de qué decisiones tomar, que las medidas adoptadas por ellos serán más sensatas en términos de la asignación de recursos públicos y que con esta tarea quedaría agotada toda la tarea política. En ambos casos, nada se dice sobre las fallas alternativas que cada postura ignora: la existencia de fallas del gobierno dadas por los problemas analizados ya por la escuela de la elección pública
 y la falacia reduccionista que reduce la política a sus aspectos económicos.
Nótese que las dos alternativas depositan las decisiones colectivas en manos de grupos minoritarios, y es este aspecto el que me interesa criticar a la luz de la preocupación por conservar tanto la legitimidad democrática, que enfatiza los acuerdos voluntarios entre individuos soberanos en el manejo de los asuntos públicos, como la libertad individual en el manejo de los asuntos privados. Ni una ni otra implican desconocer la intangibilidad de sus esferas respectivas de acción: ni, como quisiera Ariely, lo público puede desconocer el territorio privado, ni, como pretende Caplan, lo privado puede ignorar los espacios comunes de la vida social.
 Tanto la legitimidad democrática como la libertad individual depositan en los individuos la tarea de tomar o respaldar ciertas decisiones que pueden afectarlos a ellos mismos o a otras personas, por lo que, al fin de cuentas, el debate sobre la racionalidad es una reedición del debate sobre quiénes poseen la capacidad y el derecho de tomar esas decisiones.
En este sentido, volviendo a la distinción entre los expertos y no expertos en el campo de lo político, Gaus (2008:6) señala que si bien es cierto que la opinión de los expertos puede resultar más conducente a la hora de decidir acerca de los medios para la consecución de fines políticos, en última instancia las decisiones colectivas tratan fundamentalmente sobre valores y normas como la justicia, la equidad, la virtud cívica, la responsabilidad y la seguridad. Es en este campo, concluye Gaus, donde los votantes poseen criterios razonables que han evolucionado con el tiempo y sobre los cuales el experto nada tiene que agregar salvo indicar la forma más conveniente de alcanzarlos.
 
II. Consecuencias políticas de las teorías sobre la racionalidad
Las ideas sobre la racionalidad individual han tenido impacto en el diseño de las instituciones y las políticas públicas, con consecuencias directas sobre el modo de implementar mecanismos que aseguren la legitimidad democrática, así como la protección de la libertad y la responsabilidad individual. En esta sección analizo dos posturas antagónicas respecto de este diseño: el llamado “paternalismo liberal” y la visión sobre la “racionalidad de las normas”. Las dos presuponen capacidades cognitivas limitadas, pero mientras la primera asume que el Estado puede atenuar esas limitaciones, la segunda confía más en los incentivos que introducen las normas generales a efectos de atenuar las limitaciones cognitivas individuales.
Veamos primero la propuesta del paternalismo liberal. Las ideas sobre la racionalidad limitada han impulsado la creencia que de que las políticas públicas deben ser diseñadas para inducir a los individuos a seguir ciertos cursos de acción que morigerarían los efectos de su ignorancia. Ya mencioné la propuesta de Ariely de regular más activamente los mercados para lidiar con las ‘anomalías cognitivas’ de los consumidores. Quienes desarrollaron un análisis más detallado de este tipo de propuesta fueron Thaler y Sunstein (2003), quienes hablan de un “paternalismo liberal” para defender la idea de que el Estado debe inducir a los individuos a actuar y tomar decisiones (de consumo, gasto e inversión) que son beneficiosas para ellos pero que ellos no advertirían por sí mismos. En este sentido, la propuesta se distinguiría del paternalismo a secas en que éste controla los recursos o bienes y los asigna o distribuye según un único criterio. Los ejemplos que estos autores mencionan en su propuesta van desde obligar a las personas a contratar un seguro automotor y a ahorrar para la vejez, hasta la “invitación” a no fumar y comer comida saludable mediante la adopción obligatoria del menú light en los restaurantes. El presupuesto cognitivo del que parten Thaler y Sunstein es que en muchos aspectos las personas carecen de preferencias definidas, estables u ordenadas, y que sus elecciones dependen del contexto y la presentación de las opciones, por lo que el significado de “preferencias” no está claro (2003:1161). Dado que la gente no sabe lo que le conviene, estos autores defienden un paternalismo “mínimo” que consiste en la adopción de normas o puntos de referencia para influenciar la conducta de las personas (2003:1188-1193). Además, agregan, muchas veces la gente no disfruta del proceso de elección pues un menú amplio de opciones se convierte en una carga, por lo sería preferible una norma que les alivie la tarea y los “maneje en direcciones sensatas”. 
Thaler y Sunstein creen en la importancia de una planificación efectiva por parte del gobierno, y alientan a los planificadores a estar más informados acerca de cómo instrumentar sus ideas, llegando a sugerirles la posibilidad de efectuar una deducción estatal automática para fomentar las donaciones de caridad (2003:1193 n.132). En este esquema las donaciones se distinguirían de los impuestos en que permitirían a los individuos “salirse” de esas deducciones si así lo indicaran. Para los autores, este y otros esquemas de opt out se basan en la evidencia de que debido al esfuerzo asociado con la toma de decisiones, los individuos tienden a demorar esas decisiones, por lo que en el ejemplo planteado, un sistema de opt out aseguraría más donaciones que uno de opt in. 
La noción del paternalismo liberal ha despertado diversas críticas relacionadas con el alcance de la acción estatal. Entre éstas, Rizzo y Whitman cuestionan el concepto principalmente porque según ellos no resulta claro que la postura del paternalismo liberal sea liberal ni que sea minimalista. Por un lado, sostienen, la sugerencia del paternalismo liberal ignora los clásicos problemas asociados con la regulación estatal de las actividades privadas y con la expansión incesante del radio de acción estatal hacia nuevas órbitas. En este sentido, las soluciones paternalistas tienen el potencial de acarrear “consecuencias no intencionadas” que frustren sus objetivos e impliquen nuevas intervenciones estatales (Rizzo y Whitman, 2008: 23,56).
 Por otro lado, argumentan estos autores, las falencias cognitivas atribuidas a los individuos también se aplican a los planificadores, quienes también concentran su mira en el corto plazo (ya que pueden no estar en su oficio para enfrentar los costos o beneficios de sus decisiones como funcionarios). Además los planificadores carecerían de incentivos directos para descubrir y controlar sus fallas (ya que no deben afrontar los costos personalmente), en contraste con el resto de las personas que deben hacerse cargo de los costos de sus errores y por ello tienen mayores incentivos para evitarlos o corregirlos. Desde este punto de vista, sostienen Rizzo y Whitman, todos los individuos, incluyendo expertos y planificadores, tienen los mismos defectos cognitivos. En el caso de los actores públicos, dada la falta de incentivos personales, los instrumentos para corregir los defectos cognitivos deben incluir restricciones procesales y sustantivas a la acción estatal (Rizzo y Whitman, 2008: 43, 59, 60).

Independientemente de las restricciones al gobierno, en última instancia el problema radica en cómo tomar decisiones que respeten el espíritu democrático liberal y al mismo tiempo reconozcan las limitaciones cognitivas individuales. Es aquí que debemos desplazarnos del tema de la racionalidad de las acciones y conductas específicas de votantes y funcionarios al nivel de la racionalidad de las normas que se adoptan en una sociedad y de los principios que las inspiran. La importancia de la racionalidad de las normas y principios queda ilustrada en la observación de Hayek de que nos apoyamos en normas generales adoptadas a lo largo de la evolución social precisamente porque la razón individual es insuficiente para manejar “la complejidad de la realidad en todos sus detalles” (1978:65-66). Independientemente de las motivaciones para obrar (egoístas, altruistas, etc.) el hombre sólo puede conocer “los hechos del círculo estrecho del cual él es el centro”, y se debe guiarse por “las acciones cuyas consecuencias puede conocer y de las cuales se puede hacer responsable” (Hayek, 1980:14). De ello se sigue que tanto las estructuras e instituciones políticas y económicas, como aquellas normas y principios de convivencia social deban posibilitar la interacción social en base al nivel de conocimiento y de responsabilidad limitados de los individuos. 
El tema de la responsabilidad pone de relieve la íntima relación entre racionalidad y moral: actuar racionalmente no sólo es actuar en base a razones sino también en base a principios y disposiciones morales.
 Ya sea que estas disposiciones sigan una racionalidad estratégica (es racional respetar las reglas morales hacia los demás en aquellos contextos donde se espera reciprocidad, Buchanan, 2000b:62) o una racionalidad evolutiva (las reglas de conducta simplemente forman una parte importante de nuestro comportamiento, Mc Fadden 1999:83) las instituciones deben asegurar una referencia estable y predecible dentro de la cual los individuos elegirán entre cursos de acción alternativos para el desarrollo de las actividades por las que son responsables. 
En este sentido, el liberalismo clásico ha insistido en la importancia de adoptar principios y normas ‘inteligentes’ para limitar las acciones que perjudiquen a terceros, así como con el mensaje de que la conducta moral posibilita el éxito en el cumplimiento de esas normas.
 Podríamos decir que la ‘inteligencia de las normas’ está en relación inversa con la exigencia de ‘inteligencia individual’. También para Vanberg (2007) las normas y principios morales cumplen una función cuyo efecto es atenuar las exigencias racionales para la acción individual, ya que el agente sólo necesita clasificar las situaciones particulares e identificar el tipo de conducta adecuado según la norma moral. Las reglas morales facilitan la evaluación de los cursos de acción posibles y producen resultados efectivos en términos de los medios empleados para realizar las acciones deseables.
 
La racionalidad individual así entendida se desplaza de la búsquedas de resultados concretos a la elección de principios generales para la acción. Claro está que no cualquier principio servirá este propósito, ya que “la cooperación social beneficiosa dependerá de la habilidad del grupo para adoptar reglas de conducta que estén en el interés constitucional de todos, y en su habilidad para crear las condiciones bajo las cuales los individuos puedan adquirir preferencias morales o la disposición para seguirlas” (Vanberg, 2007:25, mi bastardilla). En otras palabras, las condiciones creadas por las reglas de conducta deben permitir a los individuos elegir sus preferencias morales y deben fomentar la disposición para hacer esas elecciones. Si los individuos no son libres de elegir y de aprender de los errores asociados con esas elecciones, esto es, si deben depender de otros indicándoles cómo efectuar sus elecciones, la responsabilidad individual desaparece y con ella la disposición para aprender de la experiencia y los errores y el hábito de orientar la conducta en base a reglas. 
En este sentido, las políticas públicas tienen una clara y decisiva incidencia en el grado en que los individuos harán frente a sus responsabilidades. Rasmussen y Den Uyl (2005:139) señalan que el Estado paternalista introduce incentivos que inhiben la dirección de los asuntos propios y en consecuencia debilita la posibilidad de alcanzar la excelencia moral en tanto ésta es producto de decisiones y acciones de las cuales cada uno se hace responsable. En el caso de la población en situación de extrema pobreza, se le debe asegurar recursos mínimos no para capacitarlos sino para que puedan aplicar la capacidad que ya poseen a la dirección de los asuntos propios. Para este grupo, como para el resto, la tarea política principal a cargo del gobierno es proteger sus vidas, conductas y recursos e impedir que sean usados sin su consentimiento (Rasmussen y Den Uyl (2005:309).
 
En resumen: el debate cognitivo nos invita a reflexionar sobre las condiciones necesarias (si bien no suficientes) para que los individuos sean libres de desarrollar su racionalidad dentro de un marco de normas que los incentiven a usar sus capacidades, los hagan responsable de sus errores y que minimicen los efectos de esos errores sobre terceros. Hasta aquí, los argumentos presentados no hacen referencia a las emociones o sentimientos, que trataré por separado en la próxima sección.
III. Algunas consideraciones sobre las emociones en política

Las emociones o sentimientos están presentes en mayor o menor medida en gran parte de las teorías políticas, si bien su relación con las disposiciones cognitivas y morales varía según el autor de que se trate, y según se presenten enfrentados, asociados o incorporados a la racionalidad. Así, encontramos teorías donde las emociones complementan el proceso cognitivo (Elster 2008:3); ‘colorean’ las percepciones (Mc Fadden, 1999:81); son el ‘determinante principal’ de muchos juicios y conductas (Kahneman, 2002), ‘esclavizan’ a la razón (Buchanan y Tullock 1999: 304); ‘abren los ojos’ de la razón (Nussbaum, 1996:30), etc. 
Las emociones juegan un papel importante en la vida política democrática en tanto afectan los vínculos interpersonales necesarios para sostenerla, ya sea debilitándolos o fortaleciéndolos. Por un lado, las emociones pueden dificultar la discusión racional necesaria para el debate político: “Pocos son quienes, en la refriega política o en el conflicto social, están dispuestos a priorizar las razones lógicas sobre las ideológicas” (Noguera, 2007:123). Desde este ángulo, sentimientos como la envidia y el resentimiento generan fervorosas adhesiones que pueden operar en detrimento de los méritos argumentativos del debate y, lo que es peor, pueden conducir a conflictos sociales violentos.
 En segundo lugar, pisando terreno común con las teorías sobre la irracionalidad, las emociones pueden inducir a las personas a tomar decisiones erráticas, volátiles, con alcance de corto plazo que interfieren en la consecución de los planes de largo plazo. En tercer lugar, las emociones parecen predominar en las perspectivas políticas “terapéuticas” que observan a la gente en función de sus miedos y ansiedades, que el experto piensa puede corregir a través de la acción estatal (Berlin, 1999:87-88). Por el contrario, las emociones pueden contribuir a fortalecer los vínculos interpersonales y facilitar así las interacciones sociales; por caso, los sentimientos de simpatía, humanidad, generosidad, gentileza, compasión y estima – lo que Smith denomina los “afectos benevolentes” (1982, Cap.4)- acercan a las personas y favorecen la ayuda mutua. 
En lo que sigue me ocuparé de los argumentos sobre las emociones del miedo y la compasión, que se esgrimen en ciertos debates acerca de los modos institucionales de la democracia liberal por evitar que los individuos vivan situaciones de riesgo o de sufrimiento extremo. Dichas situaciones no son aquellas relacionadas con la amenaza de terceros a los derechos y posesiones individuales, sino aquellas que surgen de las circunstancias de la vida personal y/o de ciertas características de las estructuras socioeconómicas y políticas que impiden o dificultan consolidar un nivel mínimo de bienestar material general. 
El miedo y la compasión se entrelazan respecto del objeto de su aversión y de sus deseos: la compasión por los que más sufren impulsaría a desear aliviarlos mediante el auxilio estatal, y el miedo al sufrimiento provocaría demandas a la autoridad política para intentar mitigar ese miedo. La acción estatal así entendida no se relaciona con la protección de libertades – o, siguiendo a Montesquieu, con la “tranquilidad de espíritu” donde ningún ciudadano teme nada de otros-  sino con el acceso a ciertos bienes o servicios que, se esgrime, deben ser asegurados a toda la población mediante la decisión colectiva y la provisión estatal para despejar esos miedos y ansiedades.
El argumento del miedo así presentado puede rastrearse al influyente psicólogo marxista Eric Fromm, quien en libro Miedo a la libertad de 1941 retrató al hombre occidental moderno como un individuo cuya inseguridad y soledad surgen del capitalismo, retratado como un sistema donde se vive bajo la falsa ilusión de libertad cuando en realidad se ha perdido la originalidad y la capacidad de pensamiento crítico (1974:132-138).
 Frente a esta ilusión de libertad, Fromm propuso la “libertad positiva” surgida de la integración espontánea entre razón, voluntad y emociones al servicio de un individuo libre, desprovisto ya de miedos e inseguridades. Para Fromm, la nueva seguridad de tipo dinámico “no se basa en la protección que el individuo recibe de parte de un poder superior extraño a él; tampoco es la seguridad en la que resulta eliminado el carácter trágico de la vida” (p. 289) sino que reside en el proceso y el esfuerzo creativo individual. En el orden social, esto es sólo posible en una “economía planificada en la que toda la nación domine racionalmente las fuerzas sociales y económicas” y que combine la “planificación desde arriba” con la “cooperación activa” y la fiscalización desde abajo (p. 299-301). 
Al defender su concepto de socialismo democrático para erradicar la ilusión de libertad y el miedo, Fromm reconoció el carácter  problemático (aunque para él no contradictorio) de combinar la planificación estatal con la actividad espontánea descentralizada, pero supuso que de todos modos era posible conciliarlas. Sin embargo, no advirtió la posibilidad de que un sistema socialista creara condiciones donde pudieran surgir otros miedos, por ejemplo, el miedo al abuso de la autoridad o el miedo a la incertidumbre frente a planificaciones y prestaciones estatales erráticas e inconsistentes. Tanto el miedo al abuso de autoridad como a la arbitrariedad estatal han sido elementos cruciales en el discurso liberal para justificar la introducción de límites al gobierno,
 punto que nos conduce a analizar algunos argumentos liberales contemporáneos en la relación entre el miedo y la libertad. 
Curiosamente, el argumento de Fromm hace eco en el argumento de Buchanan, quien reconoce en muchos individuos el miedo a la libertad, entendido como una predisposición generalizada que demostraría la aversión a enfrentar las responsabilidades y desafíos individuales y la consecuente apelación a la intervención estatal para solucionar cuestiones que los individuos consideran difícil o improbable de resolver por sí mismos (Buchanan, 2005). Pero a diferencia de Fromm, para quien la inseguridad emocional proviene de una sensación de impotencia individual frente al sistema capitalista que reduce al individuo a una dimensión laboral-instrumental, según Buchanan el miedo a la libertad provendría de la incertidumbre que trae aparejada la libertad, al ampliarse la esfera de oportunidades individuales y consecuentemente multiplicarse la posibilidad de incurrir en decisiones erradas o riesgosas, ocasionando resultados adversos a los fines buscados.
Dado que ya traté el argumento de Buchanan en otro trabajo (Salinas, 2008) me detendré aquí a analizar la noción de Hayek sobre el concepto de seguridad económica y sus implicancias para la vida institucional y la libertad (ver Hayek, 1972: Cap. 9, y 1978: 257 y ss.). Esta noción de ‘seguridad’ se refiere al deseo de buscar refugio en la posesión de recursos materiales para hacer frente a la incertidumbre y el riesgo (1978:286). Hayek no utiliza un lenguaje jurídico - el de reclamar el derecho a ciertos bienes, el de exigir el deber de proveerlos- sino más bien uno psicológico: satisfacer el deseo o sentimiento de seguridad. Consecuentemente, el actor social que tiene en mente no es el homo economicus, el hombre racional que calcula cómo maximizar su riqueza, sino un individuo “perezoso, imprudente y despilfarrador” (1978:61
), que pareciera contentarse con un mínimo de seguridad material. 
En esta línea, Hayek distingue dos clases de actitudes respecto de la provisión de seguridad: la primera buscar asegurar una provisión mínima de bienes básicos para todos, mientras que la segunda consiste en determinar un nivel de ingresos en función de criterios políticos, controlando o modificando el nivel decidido en el mercado. Para el autor, el primer camino no lesiona libertades, si bien se presta a distorsiones y abusos, pero en principio puede sostenerse; el segundo no, pues afecta las libertades individuales. El interés de Hayek es cuestionar la acción estatal destinada a proveer seguridad, acción que estaría guiada por gobernantes “cortos de vista, ansiosos o impacientes” que implementan soluciones eventualmente inconducentes a obtener los resultados deseados (1978:260-266). Hayek parece compartir este último diagnóstico con Schumpeter, para quien los “arranques de indignación generosa” de las personas pueden ser tan imprudentes como las acciones impulsivas que persiguen el interés propio (1947:304).
 Para ambos, la ansiedad y la indignación parecen jugar un rol importante en la inspiración de las políticas públicas que defienden un rol estatal activo.
Vimos ya que tanto Fromm como Buchanan plantean sus argumentos en términos del bienestar psicológico deseado por los individuos, es decir, enfocan el tema desde el lado de la demanda. Hayek, en cambio, se centra en el supply-side del argumento, al estudiar la acción estatal destinada a proveer seguridad. También para Nussbaum (1996) las emociones se conectan con el sentido de la necesidad y la falta de autosuficiencia, y se concentra en las emociones que nos despiertan quienes sufren un dolor inmerecido o desproporcionado. Su preocupación principal es la emoción de la compasión, que nos llevaría a buscar modos políticos de mejorar la suerte de los que están peor. El de Nussbaum es un razonamiento prudencial al servicio de fines altruistas: sentimos la necesidad de ayudar a los que están peor porque no sabemos si eso nos pasará a nosotros. Pero esta autora concluye que la compasión no implica que la persona que sufre tenga derecho a reclamarla, por lo que la compasión es sólo un “puente hacia la justicia” (1996:37), y propone educar las emociones mediante la imaginación literaria para formar ciudadanos compasivos. Sin embargo, más adelante afirma que no hay que depender de una comunidad compasiva sino de un sistema de bienestar solventado con impuestos (sistema cuyo radio de acción es una cuestión de eficiencia librada al balance de ensayo y error) (1996:51-56). En la medida en que Nussbaum se aleja del componente sentimental se acerca a un criterio de racionalidad de las medidas. El corolario es que hay acciones públicas que deben ser aceptadas y justificadas en función de sus resultados, evaluados racionalmente, y no sólo porque sentimos que sean buenas. ¿Quizás también se deba educar la capacidad de evaluar las medidas mediante la imaginación literaria, para formar ciudadanos criteriosos, además de compasivos? 
Conclusiones 
El espíritu de este trabajo fue destacar que los aspectos cognitivos y emocionales en política presentan importantes desafíos conceptuales para el análisis integral del orden democrático liberal. Ya sea explícita o implícitamente, las instituciones, la cultura y la vida política se asientan en criterios acerca de la “naturaleza humana en política” (para usar la expresión de Schumpeter), sobre los cuales se construyen teorías institucionales y se forman expectativas acerca de la validez de esas teorías.
En las sesiones anteriores presenté algunos argumentos contemporáneos sobre las cualidades cognitivas y emocionales de los actores políticos y examiné algunas implicancias y consecuencias políticas relacionadas con la vida democrática y la defensa de libertades. Sugeriré aquí que el presupuesto de la “ignorancia radical” y su apelación a normas y principios generales para la acción parece ser el método menos falible para adoptar instituciones y medidas que reconozcan la naturaleza del conocimiento y respeten tanto la legitimidad democrática como las libertades individuales. En este sentido, si suponemos que ni votantes ni políticos saben mucho, ello nos exigirá pensar normas e instituciones para evitar y/o mitigar las consecuencias de nuestra falibilidad. Los remedios institucionales sugeridos de cara al escenario cognitivo así retratado han sido tradicionalmente elevar la educación de la población, asegurar un gobierno con funciones limitadas, adoptar medidas eficaces para el control de sus acciones, propiciar un marco moral que posibilite la deliberación y el acuerdo político, y fomentar la participación ciudadana en una democracia constitucional, entre otras.
 
El debate sobre los presupuestos psicológicos de la democracia liberal exige entonces distinguir entre las disposiciones necesarias para que un sistema sociopolítico funcione bien, y el conocimiento de los principios y normas del funcionamiento de ese sistema. Las primeras son de tipo práctico y están dispersas entre los múltiples actores socioeconómicos y políticos, guiados por las necesidades de su ‘círculo estrecho’ de afectos, conocimientos y responsabilidades y por el respeto mutuo. El segundo, de tipo teórico, se adquiere mediante la reflexión, la experiencia, el estudio y la deliberación, actividades siempre sujetas a fuertes limitaciones cognitivas.
Concluiré entonces con tres reflexiones finales:

- Para desarrollarse de modo sostenido y fructífero, las disposiciones psicológicas requeridas para la vida sociopolítica (los afectos benevolentes de Smith y la racionalidad limitada de Hayek) exigen un marco articulado de instituciones, principios, normas y medidas adecuadas a ese fin.

 - Respecto del conocimiento acerca del funcionamiento del sistema, es oportuno recordar que la sustentabilidad de la democracia liberal tiene correlato con la prosperidad económica y con el respeto de los principios y normas generales.
 
- En la medida en que la prosperidad y el bienestar ciudadano sean facilitados por el respeto de los principios y normas que protejan la libertad e incentiven la responsabilidad individual, se podrán crear las condiciones de estabilidad y cooperación social que posibilitarán a su vez el desarrollo de las cualidades emocionales y cognitivas necesarias para el funcionamiento de una democracia liberal. 
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� Términos como “razón utilitaria, razón ética, razón cívica, razón pública, razón posmoderna, razón idealista”, aluden al fin motivador de la acción y no al proceso de selección de los medios adecuados para alcanzar esos fines. En la medida en que me centro en este último proceso, relego el análisis de la génesis y características de las motivaciones a un segundo plano. 


� Cuatro clases de actores políticos: los expertos o técnicos, los policymakers (legisladores, burócratas, jueces y votantes), las personas cuyas acciones serán controladas o influenciadas, y los buscadores de rentas. Rizzo y Whitman, p.7.








� Claro está que, al menos desde Hobbes, en la teoría política el miedo también impulsa las demandas de seguridad, orden y previsibilidad y las reglas y tradiciones que acojan y protejan esas demandas, pero no es éste el punto que se discute aquí. 


� Como ya señalé, analizar la naturaleza de las motivaciones excede el propósito de este trabajo; baste aquí con mencionar algunas. Entre las motivaciones para votar encontramos razones simbólicas (Nozick, 1993), sociales (Hardin, 1999), ideológicas o expresivas (Brennan y Lomasky,1989), estratégicas y otras (Christiano 1995:151), etc. Entre las motivaciones para ser gobernante o funcionario: ejercer poder sobre otros (Schapiro, 2003), introducir cambios en el sistema político (Wohlgemuth, 2007), sacar ventajas auto-interesadas y otras (Przeworski et al., 1999:40), etc. 


� Buchanan y Schumpeter comparten la idea de irracionalidad del votante, si bien Schumpeter parece no haber  influido demasiado en Buchanan: en nueve de las Obras Completas de éste publicadas por Liberty Fund (Vols.2-10, disponibles en http://oll.libertyfund.org) el autor menciona brevemente a Schumpeter cinco veces, y sólo una en el Vol. 3 para comentar que “hizo una contribución” a la teoría política. En el Vol. 13, no disponible on-line, lo menciona dos veces: para comentar que “tuvo poco o ningún impacto en el pensamiento de los científicos sociales modernos acerca del proceso político” (p.23), y para hablar del “desarrollo rudimentario” de su análisis de la provisión de los bienes públicos (p.47).


� En el campo sociológico, ver Boudon (2003) para una descripción y crítica de esta teoría, quien la integra a un concepto más amplio de racionalidad, inclusiva de valores y creencias no utilitarias.


� Por supuesto que el componente simbólico del voto y el componente utilitario no son mutuamente excluyentes, si bien suele contemplarse a alguno de los dos como prevaleciente sobre el otro. Así, el utilitario explicaría muchas de las decisiones de los políticos y burócratas (Brennan y Lomasky, 1993:15-16) y el simbólico muchos de los votos populares (Buchanan y Tullock, 1999:17,23).


� Wohlgemuth (2007:17) señala que Downs revisó sus premisas de racionalidad y en sus escritos posteriores suaviza la premisa utilitaria en favor de las ‘cualidades funcionales de los valores morales compartidos y las convenciones informales’. Ver Downs, Anthony (1991): Social Values and Democracy, in: Kristen R. Monroe (ed.): The Economic Approach to Politics - A Critical Reassessment of the Theory of Rational Action, New York: Harper Collins, 143-170.


� Ariely concluye que la ley de la oferta y la demanda es una falacia construida sobre la idea de que son “dos fuerzas independientes que en conjunto determinan los precios”, cuando para él en realidad los precios determinan la demanda (p. 45-46). Dado que no explica cómo se determinan los precios, Ariely no nos provee de premisas para efectuar una refutación de su teoría. 


� Como mencioné antes, las fallas del gobierno incluyen, además de los problemas cognitivos señalados por Hayek, problemas prácticos asociados con la búsqueda de rentas por parte de grupos especiales, el comercio de votos, las trabas burocráticas, la corrupción, etc. Véase Buchanan y Tullock (1999: Cap. 19) y Brennan y Lomasky (1993:16).


� Los “espacios comunes de la vida social” no son exclusivos de la organización política actual sino que subsistirían incluso en un modelo anarquista, donde conceptualmente se mantiene la necesidad de tomar decisiones que afectan a todos, y donde por razones de eficiencia esas decisiones probablemente se tomen de acuerdo a reglas menos inclusivas que la de la unanimidad. 


� Véase también Christiano (1996:192) para quien la mayoría de los individuos son competentes en asuntos morales; Fromm (1941: 296) observa que las cualidades de dignidad, valor, decencia y bondad están presentes en “innumerables individuos”; Popper (2000:349) habla sobre la sensibilidad moral de la opinión pública, que intuye la injusticia antes que la verdad. ¿Quizás por esta última razón Hayek (1978:192) sugiere el recurso ordinario al referéndum popular para decidir sobre principios generales?


� El concepto de “consecuencias no intencionadas” distingue entre las motivaciones de las elecciones individuales y el resultado de esas decisiones. Ver al respecto Popper (2000:342) y Merton (1936:899-902). Según Buchanan, entender esta diferencia sea quizás la característica más distintiva del científico social (2000b:57). 


� También Somin piensa que un gobierno limitado ayudaría a disminuirla al reducir la cantidad de asuntos a decidir, facilitando además el control democrático del gobierno (Somin, 1998:421-429). Pincione y Tesón son más radicales en sus propuestas de eliminar la redistribución estatal y remover las decisiones colectivas del ámbito político para llevarlo a un ámbito no coercitivo, adoptando modelos políticos voluntarios  (2006:141, 228). 


� Como lo expuso Adam Smith: “Las cualidades más útiles para nosotros son, en primer lugar, la razón en grado superior y el entendimiento, que nos capacitan para discernir las consecuencias remotas de todos nuestros actos y prever el provecho o perjuicio que con probabilidad pueda resultar de ellos; y, en segundo lugar, el dominio de sí mismo, que permite abstenernos del placer del momento o soportar el dolor de hoy, a fin de obtener un mayor placer o evitar un dolor más grande en lo futuro” (1982b, IV Parte, Cap. II).


� Para un análisis de los presupuestos éticos del liberalismo económico en Buchanan ver Salinas (2008b). Ver también Pedrajas (2006), quien señala el tronco común de la racionalidad basada en la empatía según Adam Smith (citado frecuentemente por Buchanan) y la idea de Amartya Sen sobre la necesidad de mostrar una actitud de compromiso hacia los demás en nuestra conducta, de entender las consecuencias de ésta sobre aquéllos, y de evaluarlas en términos de nuestros propios valores.


�  En tanto la racionalidad de las normas no exige información sino disposición a seguir reglas de conducta, ella parece resolver la tensión que detecta Downs (p. 246) entre la racionalidad individual y la racionalidad del sistema democrático, dada porque la primera induce a no invertir en información pero la segunda exige que exista información correcta para hacer viable al sistema. 


� Rasmussen y Den Uyl defienden la compatibilidad de una ética perfeccionista basada en Aristóteles con un marco político liberal no-perfeccionista. También ver al respecto Miller (1983:7) sobre las afinidades entre el pensamiento de Aristóteles y de Hayek: “For both Aristotle and Hayek, the locus of rationality in planning is the experienced individual agent exercising perceptiveness and insight in the immediate context of action. Therefore, both Aristotle and Hayek repudiate the Platonic vision that effective social planning can, in general, be carried out by a group of experts who hand down prescriptions to be mechanically carried out by non-experts”. 


� Este peligro animaba la advertencia de Popper (2000:357) respecto de la necesidad de mantener la actitud de “razonabilidad” a pesar de la fuerza de algunas emociones. Para este autor las posiciones extremas, como la de los intolerantes, no son admisibles en una democracia liberal. 


� De estas ideas puede inferirse que Fromm influyó en los pensadores de la escuela de Frankfurt, en su crítica psicológico-marxista del capitalismo. Un texto clásico que ilustra esta crítica es El hombre unidimensional, de Herbert Marcuse (1964).


� Ver por ejemplo Judith Shklar (1998:3-19) y su teoría del “liberalismo del miedo”, que apunta a prevenir el miedo a la crueldad física o emocional infligida por los individuos o grupos más fuertes (usualmente los gobiernos) sobre los más débiles. Shklar propuso empoderar a los ciudadanos para preservar su libertad y protegerse del abuso de poder, mediante una pluralidad de instituciones y un régimen democrático. 


� Idea que en esta página dice tomar de los “filósofos británicos”, aunque no los cita. Locke en el Segundo Tratado afirma que la mayoría de las personas son “lentas y adversas a abandonar sus viejas constituciones” (sec. 222, 223, 226). En su argumento, las disposiciones psicológicas condicionan la suerte de las instituciones, demorando cambios que son vistos como necesarios. La relación entre la reforma política y una ciudadanía indolente latía también en el mensaje de Kant al difundir el lema sapere aude (atrévete a conocer) entre quienes consideraba “perezosos y cobardes” (1784). Más adelante (p.127) Hayek insiste en su admiración por “la tradición moral que critica la ociosidad entendida como ausencia de ocupación útil”. Ya en su discurso de 1945 “Individualism: True and False” elogiaba a “Adam Smith y su grupo” y su visión de un “hombre perezoso e indolente, imprudente y despilfarrador”, visión que para él nos permite saber más de la conducta humana que los “modernos tratados de psicología social” (1980:11). 


� En este sentido, sus opiniones parecen respaldar la afirmación de que la hostilidad al capitalismo estaría asociada con el sufrimiento que éste supuestamente causa, y que por lo tanto es una mentalidad inspirada por sentimientos humanitarios antes que por tendencias racionalistas o planificadoras (Friedman, 2005:40).


� Respecto de la participación ciudadana se ha señalado que la cuestión cognitiva “no contestaría preguntas importantes relacionadas con la rendición de cuentas y la participación democrática, y puede bien ser que, con el fin de optimizar los valores democráticos, la democracia implica un compromiso con procedimientos decisorios que desde un punto de vista epistemológico son menos óptimos (...) la democracia puede implicar, en relación con ciertos asuntos, el derecho del pueblo a equivocarse” (Schauer, 1999:24). Cabe advertir que el autor excluye de los asuntos sujetos al “error democrático” los derechos individuales. Para una comparación de las capacidades cognitivas de ciudadanos, funcionarios y expertos (si bien aplicada el caso de los EEUU) ver Gaus (1998).


� Y así parece entenderlo gran parte de la ciudadanía en América Latina. Según la encuesta de Latinobarómetro (efectuada en 18 países de la región entre Septiembre y Octubre de 2008) un 56% de encuestados considera que la economía de mercado es el camino hacia el desarrollo, y casi el 50% se quejó que la democracia no redujo las desigualdades (The Economist, 2008).
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